
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva, por la que informa del tur-
no correspondiente a las iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo registradas en el orden del día del martes 29 de marzo de
2011, de conformidad con los artículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, las que se enlistan enseguida:

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Ezequiel Rétiz Gutiérrez iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 461 de la Ley General de Salud, para agravar los casos en que el
tráfico de órganos y tejidos humanos obtenidos sea ejecutado en niñas y niños. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Del diputado Rodrigo Pérez-Alonso González iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
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dos Unidos Mexicanos, para crear la Comisión de Acceso Digital. Se turna a la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

De la diputada Velia Idalia Aguilar Armendáriz iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 33 y 34 de la Ley General de Desarrollo Social, para dar
mayor difusión a los programas enfocados al desarrollo de proyectos productivos
de los sectores sociales en las zonas de mayor marginación. Se turna a la Comi-
sión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PETROLEOS MEXICANOS

De la diputada Janet Graciela González Tostado, proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a Petróleos Mexicanos, a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica federal y la a Procuraduría General de la República a implantar un programa
de denuncia ciudadana tendente a descubrir tomas clandestinas en los ductos de la
paraestatal en toda la república. Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de
Seguridad Pública, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PETROLEOS MEXICANOS

Del diputado José Luis Ovando Patrón, proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de la Función Pública, a Petróleos Mexicanos y a la
Procuraduría General de la República a dar a conocer los avances y, en su caso, el
resultado de la investigación sobre el presunto otorgamiento de un contrato direc-
to asignado por Bernardo de la Garza Hesles a la empresa extranjera KBC Ad-
vanced Technologies Inc., en áreas estratégicas de explotación petrolera. Se turna
a las Comisiones Unidas de la Función Pública y de Justicia, para dictamen. . . . 

DISTRITO FEDERAL

Del diputado Héctor Hugo Hernández Rodríguez, proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a revisar,
analizar y dar vista sin dilación a las instancias correspondientes a fin de que se
realicen las diligencias a que haya lugar para determinar la restitución del predio
Módulo de Bienestar Social de San Andrés Totoltepec, ubicado en el paraje Quil-
tepec de la Ex Hacienda de Xoco en la Delegación Tlalpan. Se turna a la Comi-
sión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE COAHUILA

Del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, proposición con punto de acuerdo
por el que se solicita a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que in-
vestigue sobre los hechos referidos por el secretario de Seguridad Pública de To-
rreón, Coahuila, en declaraciones publicadas en el periódico La Jornada el 13 de
marzo de 2011. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . 
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LAMPARAS FLUORESCENTES

De la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, proposición con
punto de acuerdo por el que se exhortar a las Secretarías de Energía y Medio Am-
biente y Recursos Naturales a fijar en la NOM-017-ENER/SCFI-2008 los límites
máximos permisibles de contenido de mercurio de las lámparas fluorescentes
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ción final. Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXPLOTACION AGUAS NACIONALES
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cos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIA NACIONAL SIN CONSUMO DE ALCOHOL

Del diputado Enrique Torres Delgado, proposición con punto de acuerdo por el
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva, por
la que informa del turno correspondiente a las iniciativas
con proyecto de decreto y a las proposiciones con punto de
acuerdo registradas en el orden del día del martes 29 de
marzo de 2011, de conformidad con los artículos 100 y 102
del Reglamento de la Cámara de Diputados, las que se en-
listan enseguida:

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 461 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Ezequiel Rétiz Gutiérrez, del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe Ezequiel Rétiz Gutiérrez, diputado federal
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional ante
la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente pro-
yecto de decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado mexicano debe velar por los derechos de todos
los ciudadanos, ver y hacer que se respeten sus derechos
humanos, por ello éstos se encuentran consagrados en for-
ma primordial en la máxima norma de nuestro país.

Motivo de ello ha sido el reconocimiento que se les ha da-
do a las niñas, los niños y los adolescentes en nuestro mar-
co normativo, pues no debemos olvidar lo que ésta repre-
senta para el futuro de nuestro país. Así las cosas, dentro de
nuestra Constitución Política se encuentran patentes los de-
rechos humanos que le corresponden a la infancia en nues-
tro país, toda vez que el artículo 4o. de la norma fundante
previene lo siguiente: 

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de
preservar estos derechos. El Estado proveerá lo necesa-
rio para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y
el ejercicio pleno de sus derechos.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que
coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez.

Lo anterior con el objeto de asegurarles un desarrollo ple-
no e integral, lo que implica la oportunidad de formarse fí-
sica, mental, emocional, social y moralmente en condicio-
nes de igualdad, tal como lo dispone la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes.1

En tal sentido, es importante señalar que también, en el ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos se establece el derecho a la protección de la sa-
lud que debe proporcionar el Estado Mexicano a todos los
ciudadanos, toda vez que al respecto el párrafo cuarto del
citado artículo señala lo siguiente:

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución.

De lo anterior, se desprende que todo lo relacionado a dar
cumplimiento al derecho de la protección de la salud, de-
berá establecerse en una ley secundaria, siendo esta la Ley
General de Salud, así como queda manifiesta la facultad de
la federación para legislar en materia de salubridad.

Esta ley establece las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y la concurrencia de la Federación y
las entidades federativas en materia de salubridad general.
Es de aplicación en toda la República y sus disposiciones
son de orden público e interés social.

Dentro de esta ley se cuenta con un título denominado
“Medidas de Seguridad, Sanciones y Delitos”, en el cual,
precisamente, se establecen en forma específica los tipos
penales que pretenden salvaguardar la salud pública en
nuestro país.
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Los delitos contra la salud pública son todos aquellos actos
y omisiones que dañan o ponen en peligro las normales
funciones fisiológicas o mentales del individuo, la higiene
colectiva y, en general, de adecuadas condiciones sanitarias
de la población.2

Ahora bien, dentro de la citada ley se prevén diversos deli-
tos especiales, todos ellos que atentan contra el bien jurídi-
co protegido de la salud humana.

Uno de estos tipos penales es el de tráfico de órganos, el
cual su descripción típica se integra con elementos tales co-
mo:

a) Sacar

b) O pretender sacar;

c) Del territorio nacional;

d) Sin permiso de la Secretaría de Salud;

e) Órganos o tejidos humanos.

Si bien, este delito no exige calidad específica del sujeto ac-
tivo, así como se ha considerado que el sujeto pasivo es la
sociedad,3 lo cierto es que dentro de este tipo también se
debería abarcar los casos específicos en que los órganos o
tejidos humanos provengan de una niña o niño.

Ante tal circunstancia, es que la presente propuesta tiene el
objeto de otorgar mayor protección a los infantes, esto en
virtud de que su naturaleza como grupo vulnerable puede
ser aprovechada por los activos del delito para acceder a es-
te grupo de personas y conseguir órganos o tejidos huma-
nos para su tráfico y que puede incluso desencadenar en la
muerte de los infantes.

Por tanto, en la presente iniciativa se propone la adición de
un párrafo que agrave los casos en que el tráfico de órganos
y tejidos humanos sea ejecutado en niñas y niños. 

En este entendido debemos mencionar que la propuesta se
precisa respecto a las personas menores de doce años, toda
vez que, legalmente, se considera como niñas y niños a las
personas de hasta doce años incompletos.4 Lo anterior en
virtud de que a esa edad sus órganos o tejidos pueden con-
tar con determinadas características inherentes a su natural
desarrollo, situación que permite deducir su pertenencia a
este grupo de personas. 

En el caso de que se tratara de personas que se encuentren
en un rango de mayor edad, podría existir la dificultad de
determinar su edad y proceso de desarrollo fisiológico.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración del pleno de la honorable
Cámara de Diputados el siguiente

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al ar-
tículo 461 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
461 de la Ley General de Salud para quedar como sigue.

Artículo 461. …

…

…

La pena de prisión se aumentará en una mitad en su mí-
nimo y máximo, y se sancionará con multa equivalente
de seiscientos a ochocientos días de salario mínimo ge-
neral vigente en la zona económica de que se trate,
cuando se acredite que los órganos tejidos y sus compo-
nentes de seres humanos vivos o de cadáveres, así como
los tejidos de seres humanos que puedan ser fuente de
material genético, a que se refieren las conductas ante-
riores hayan sido obtenidos de una persona menor de
doce años de edad.

Transitorio

Único. El presente decretó entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Artículo 3 de la Ley Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

2 Osorio y Nieto, César Augusto, Delitos federales, Editorial Porrúa, 8ª
edición, México, 2008, página 37.

3 Ibídem; página 47.



4 Artículo 2 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, consultada en línea en http://www.diputados.gob.
mx/LeyesBiblio/doc/185.doc

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2011.— Diputa-
do Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Rodrigo Pérez-Alonso González, del
Grupo Parlamentario del PVEM

Que establece que la Comisión Especial de Acceso Digital
se vuelva una Comisión Ordinaria; que presentan los dipu-
tados Rodrigo Pérez-Alonso González, Andrés Massieu
Fernández, Tomás Gutiérrez Ramírez, Eric Luis Rubio Bar-
thell, Javier Corral Jurado, Francisco Hernández Juárez,
Pedro Jiménez León, Ruth Esperanza Lugo Martínez, José
Ignacio Pichardo Lechuga, María del Pilar Torre Canales,
Agustín Torres Ibarrola, José Luis Velasco Lino, Indira Viz-
caíno Silva, Salvador Caro Cabrera, integrantes de la Co-
misión Especial de Acceso Digital de los Grupos Parla-
mentarios del Partido Verde Ecologista de México,
Revolucionario Institucional, Acción Nacional, de la Revo-
lución Democrática, Convergencia y Nueva Alianza de la
LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión.

Problemática

A pesar del crecimiento exponencial de las tecnologías de
la información y comunicación (TIC) y no obstante su im-
pacto en todos los ámbitos del desarrollo económico y so-
cial, la Comisión Especial de Acceso Digital se encuentra
impedida para dictaminar.

Esta situación provoca que el trabajo de la comisión pierda
continuidad y que las iniciativas de ley que surgen del efec-
to transversal de las TIC, sean susceptibles de ser turnadas
a cualquiera de las comisiones ordinarias de esta Cámara de
Diputados, quienes carecen de conocimiento profundo de
las problemáticas que les atañen. Por ello y con el fin de

que las iniciativas que atienden el tema de las TIC puedan
ser examinadas de forma especializada y bajo una visión
integral, se propone la creación de la Comisión Ordinaria
de Acceso Digital, dando posibilidad a un marco jurídico
congruente con las necesidades sociales del siglo XXI.

Argumentación

A lo largo de la década de 1990 fue quedando claro el pa-
pel central que la tecnología de la información y comuni-
cación (TIC) venía jugando en todos los ámbitos de desa-
rrollo de un país, al punto de que las Naciones Unidas
convocaron la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Infor-
mación en donde el secretario ejecutivo de la Cepal señaló:
El concepto de “sociedad de la información” resume las
grandes transformaciones a las que se enfrenta el mundo
hoy, como consecuencia de los nuevos medios disponibles
para crear y divulgar información mediante tecnologías di-
gitales y que, más allá de los efectos directos que tiene pa-
ra la información y las comunicaciones, se ha traducido en
nuevas formas de organización social y productiva1.

Actualmente el mundo vive una revolución tecnológica co-
mo nunca antes vista, la información ahora es esencial y se
obtiene por medio de innovaciones tecnológicas como las
nuevas redes celulares y la banda ancha de alta velocidad y
por medio de una amplia gama de dispositivos. En este sen-
tido, gran parte del avance científico de las últimas décadas
significa que los sectores de la población con acceso a ellas,
son parte de una sociedad de la información.

Como consecuencia del incesante desarrollo de la tecnolo-
gía, que ha avanzado a pasos agigantados, la humanidad es-
tá transitando a un estado de constante crecimiento y evo-
lución en las formas de comunicación e información, dando
como resultado que el volumen de información que se pu-
blica a través de medios electrónicos sea demasiado gran-
de. Pensar entonces en informar en tiempo real y simultá-
neamente de diversos temas a grandes sectores de la
población no es idea descabellada ni imposible, es necesa-
ria y factible, porque además, ahora hay que transmitir en
el mismo tiempo mucha más información y conocimientos
que antes. 

Si bien es cierto que el crecimiento y desarrollo económico
de un país puede ser alcanzado a través del incremento de
diversos factores de producción tales como aumentar la ca-
pacidad productiva de los bienes de capital, del trabajo y de
los insumos de los recursos naturales, por mencionar algu-
nos. En estudios recientes, la Organización para la Coope-
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ración y el Desarrollo Económico2, examinó diferentes
fuentes o variables influyentes en los patrones de creci-
miento de países miembros de dicha organización y con-
cluyó que ninguno de esos factores podría considerarse co-
mo determinante por sí solo. Sin embargo, encontraron que
el nuevo factor que está dirigiendo el crecimiento econó-
mico global son las tecnologías de información y comuni-
cación.

Actualmente las tecnologías de la información y la comu-
nicación están sufriendo un desarrollo vertiginoso, esto es-
tá afectando a prácticamente todos los campos de nuestra
sociedad ya que permiten llevar la globalidad al mundo de
la comunicación, facilitando la interconexión entre las per-
sonas e instituciones a nivel mundial, y eliminando barre-
ras espaciales y temporales. 

Esas tecnologías se presentan cada vez más como una ne-
cesidad en el contexto de sociedad donde los rápidos cam-
bios, el aumento de los conocimientos y la demanda de in-
formación constantemente actualizada se convierten en una
exigencia permanente. De hecho, existen economías emer-
gentes que supieron aprovechar estas innovaciones y dise-
ñaron políticas de adopción y fomento de tecnologías inno-
vadoras que redituaron con un crecimiento económico
sostenido, estable y con una visión clara de los objetivos a
lograrse, tal es el caso de países como Israel, Singapur, Co-
rea del Sur y Taiwán, quienes hace sólo treinta y cinco años
contaban con niveles de subdesarrollo similares a los que
vive nuestro país. Estos países basaron su crecimiento eco-
nómico en gran medida en la industria de las tecnologías de
la información y ahora cuentan con algunos de los niveles
más altos de penetración de estas tecnologías.

Estas experiencias internacionales nos muestran que los re-
tos a los que se han enfrentado para adoptar y diseñar polí-
ticas públicas de fomento a la ciencia y tecnología, son de
largo plazo e implican esperar al menos diez años para vis-
lumbrar resultados favorables en su desarrollo económico e
industrial. Por ello, en México es necesario que pasemos de
un plano discursivo a un plano de diseño y ejecución de po-
líticas institucionales que fomenten estas materias y, aún
más, en tiempos de recesión económica.

“Las tecnologías de la información y la comunicación
no son ninguna panacea ni fórmula mágica, pero pueden
mejorar la vida de todos los habitantes del planeta. Se
dispone de herramientas para llegar a los objetivos de
desarrollo del milenio, de instrumentos que harán avan-
zar la causa de la libertad y la democracia, y de los me-

dios necesarios para propagar los conocimientos y faci-
litar la comprensión mutua”3

De manera contundente, en materia de tecnología, la región
latinoamericana se encuentra rezagada respecto a las prin-
cipales potencias mundiales. Por ejemplo, para el caso del
gasto total en tecnologías de información y comunicación,
los integrantes del G7 destinaron para este rubro, en pro-
medio, 252 millones de dólares, mientras que América La-
tina tan sólo alcanzó 17 millones de dólares en promedio.

Como menciona Antonio Puig Escudero4, este tipo de re-
sultados deben llevarnos a una profunda reflexión en torno
al acceso de la población en general a dichas tecnologías y
al conocimiento que se puede obtener mediante su aplica-
ción. La comunidad internacional, incluyendo gobiernos,
organismos internacionales, instituciones académicas y de
investigación, iniciativa privada y organizaciones no gu-
bernamentales, no sólo deben reconocer la importancia y el
papel determinante que juegan las TIC en la nueva econo-
mía mundial, sino que se deben desarrollar estrategias glo-
bales, establecer iniciativas y proyectos concretos que ayu-
den a disminuir la brecha tecnológica existente entre el
mundo desarrollado y el mundo en vías de desarrollo. 

Un claro ejemplo de la relevancia de la tecnología es que a
nivel mundial, la tercera actividad que más realizan los in-
ternautas es visitar webs de servicios públicos, se encuen-
tra sólo por detrás de la búsqueda de información y de los
correos electrónicos. Es una realidad, que cada vez más
usuarios de Internet piden una administración capaz de sa-
car más provecho y adaptada a la sociedad de la informa-
ción. La implantación de este tipo de servicios debe ser una
prioridad para el gobierno mexicano.

Por ello, México debe asumir un papel responsable y deci-
dido para lograr un desarrollo sostenido que permita elimi-
nar la gran brecha digital que nos separa de los países desa-
rrollados y se debe comenzar por fortalecer al Poder
Legislativo con la finalidad de que este poder del estado sea
capaz de reglamentar y regular los nuevos retos y desafíos
que se derivan de las nuevas relaciones y escenarios lega-
les, sociales, políticos, económicos y educativos impuestas
por modernidad tecnológica, para ello es necesario que la
Comisión Especial de Acceso Digital sea una comisión or-
dinaria en la Cámara de Diputados.

Para ello, es imprescindible remitirnos al numeral primero
del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos el cual establece que “las



comisiones son órganos constituidos por el pleno, que a tra-
vés de la elaboración de dictámenes, informes, opiniones o
resoluciones contribuyen a que la Cámara cumpla con sus
atribuciones constitucionales y legales”.

En este sentido es preciso señalar que el Poder Legislativo
ha cumplido parcialmente con sus atribuciones constitucio-
nales y legales ya que es precisamente en el Poder Legisla-
tivo donde se deben construir los acuerdos que satisfagan
las necesidades sociales, culturales, políticas, educativas,
económicas y de transformación que permitan generar las
condiciones de desarrollo y crecimiento que nuestros ciu-
dadanos demandan, preservando siempre, la identidad y la
soberanía nacional.

No obstante que existen esfuerzos de la administración pú-
blica federal por implantar programas que promocionen el
uso de las tecnologías de la información como la política de
gobierno digital dentro del sistema nacional e-México, ac-
tualmente estos esfuerzos son insuficientes. Para ello, con-
trario a lo que sucede actualmente, es necesario que estos
esfuerzos funcionen bajo un esquema coordinado por parte
del Poder Ejecutivo y del Legislativo, que formen parte de
una agenda nacional digital, buscando alcanzar una socie-
dad del conocimiento y, la conformación de un gobierno
electrónico.

Aunado a todo lo antes expuesto, cabe señalar que el pasa-
do 15 de julio de 2009, los diputados integrantes de la Co-
misión Especial para la Promoción del Acceso Digital a los
Mexicanos de la LX Legislatura, junto con representantes
de la Asociación Mexicana del Internet (Amipci), de la
Asociación Mexicana de la Industria de Tecnologías de In-
formación (AMITI), de la Asociación Nacional de Distri-
buidores de Tecnología Informática y Comunicaciones
A.C. (Anadic), Asociación Nacional de Instituciones de
Educación en Tecnologías de la Información, A.C. (Aniei),
Cámara Nacional de la Industria Electrónica de Telecomu-
nicaciones e Informática (Canieti), Cámara Nacional de la
Industria de Telecomunicaciones por Cable (Canitec), Cen-
tro Jurídico para los Derechos Humanos, Corporación Uni-
versitaria para el Desarrollo de Internet, AC. (CUDI), y de
la Red Mexicana de Investigación y Desarrollo en Compu-
tación firmaron un Acuerdo para la Promoción del Acceso
Digital de los Mexicanos en el que “se solicita a los órga-
nos de gobierno de la Cámara de Diputados de la LXI Le-
gislatura, que en el momento de acordar la creación de las
comisiones especiales (…), contemplen dentro de una de
ellas la continuidad de los trabajos que en materia de acce-
so digital a los mexicanos y desarrollo de una sociedad de

la información en el país se realizaron a lo largo de la LX
Legislatura …”

El Poder Legislativo federal ha dado origen a un espacio de
análisis y discusión de la materia de nuevas tecnologías y
acceso digital en las LX y LXI Legislaturas. Esto ha signi-
ficado un gran avance dentro de una serie de medidas ne-
cesarias para lograr que nuestro país alcance el desarrollo
que merece. Sin embargo, es crucial que este esfuerzo sea
permanente.

Para cumplir su cometido, esta comisión ordinaria tendría a
su cargo tareas de desarrollo de iniciativas y dictámenes le-
gislativos en todo lo relacionado con la reglamentación,
desarrollo y aplicación de nuevas tecnologías de la infor-
mación y comunicación que permitan eliminar el rezago
tecnológico de nuestro país, y facilitar la convergencia di-
gital afrontando los desafíos vinculados a la sociedad de la
información, asimismo estudiaría y subsanaría las deficien-
cias existentes para la elaboración, desarrollo de la agenda
nacional digital de nuestro país que le permita avanzar en
nuevas formas de organización participativa, democrática y
equitativa de la sociedad.

Fundamentación

Fracción II del artículo 71 y 73 fracción XXIX-F de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en la fracción VIII del ar-
tículo 3, numeral 1, fracción I del artículo 6, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
fracciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Artículo Único. Se reforman las fracciones I a XL y se adi-
ciona la fracción XLI del numeral segundo del artículo 39
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue

Artículo 39.

1. …

2. …

I. Acceso Digital; 
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II. Agricultura y Ganadería;

III. Asuntos Indígenas; 

IV. Atención a Grupos Vulnerables; 

V. Ciencia y Tecnología; 

VI. Comunicaciones; 

VII. Cultura; 

VIII. Defensa Nacional; 

IX. Derechos Humanos; 

X. Desarrollo Metropolitano; 

XI. Desarrollo Rural; 

XII. Desarrollo Social; 

XIII. Economía; 

XIV. Educación Pública y Servicios Educativos; 

XV. Energía; 

XVI. Equidad y Género; 

XVII. Fomento Cooperativo y Economía Social;

XVIII. Fortalecimiento al Federalismo; 

XIX. Función Pública; 

XX. Gobernación; 

XXI. Hacienda y Crédito Público; 

XXII. Justicia; 

XXIII. Juventud y Deporte; 

XXIV. Marina; 

XXV. Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

XXVI. Participación Ciudadana; 

XXVII. Pesca; 

XXVIII. Población, Fronteras y Asuntos Migratorios; 

XXIX. Presupuesto y Cuenta Pública; 

XXX. Puntos Constitucionales; 

XXXI. Radio, Televisión y Cinematografía;

XXXII. Recursos Hidráulicos;

XXXIII. Reforma Agraria; 

XXXIV. Relaciones Exteriores; 

XXXV. Salud;

XXXVI. Seguridad Pública; 

XXXVII. Seguridad Social; 

XXXVIII. Trabajo y Previsión Social; 

XXXIX. Transportes; 

XL. Turismo, y 

XLI. Vivienda. 

3. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Comisión Especial de Acceso Digital conti-
nuará desempeñando las funciones de su competencia du-
rante el resto de la LXI Legislatura.

Tercero. La Comisión de Acceso Digital deberá ser insta-
lada como Ordinaria en la LXII Legislatura en términos del
artículo 43 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos.

Notas:

1. Palabras del doctor José Antonio Ocampo, secretario ejecutivo de la
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), en la in-



auguración de la Conferencia Ministerial Regional Preparatoria de
América Latina y el Caribe para la Cumbre de la Sociedad de la Infor-
mación, Bávaro, Punta Cana, República Dominicana 29 de enero de
2003.

2. Colecchia, A., & Schreyer. P. ICT investment and economic growth
in the 1990s: Is the United States a unique case? A comparative study
of nine OECD countries. Science, Technology and Industry working
papers 2001/7.

3. (Kofi Annan, secretario general de la Organización de las Naciones
Unidas, discurso inaugural de la primera fase de la WSIS, Ginebra
2003).

4. Puig, E. A. (2002) La brecha digital en México. DOPSA, Este País.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2011.— Diputa-
dos: Rodrigo Pérez-Alonso González, Andrés Massieu Fernández, Ja-
vier Corral Jurado, Francisco Hernández Juárez, Pedro Jiménez León,
José Ignacio Pichardo Lechuga, María del Pilar Torre Canales, Agus-
tín Torres Ibarrola, José Luis Velasco Lino, Indira Vizcaíno Silva, Sal-
vador Caro Cabrera (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 33 y 34 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Velia Ida-
lia Aguilar Armendáriz, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, diputada
de la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
de Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta honorable Cámara de
Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un segundo párrafo a los artículos 33
y 34 de la Ley General de Desarrollo Social, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El sector social de la economía se reconoce como un sector
diferenciado de la economía tradicional, en relación al sec-

tor público y privado. En este contexto se debe reconocer la
contribución que hace el sector social de la economía al
desarrollo nacional mediante el fomento del ahorro interno,
la creación de nuevas y mejores fuentes de empleo e ingre-
so, y la promoción de actividades productivas integradoras
del esfuerzo colectivo y social, a través de sociedades coo-
perativas, empresas asociativas y solidarias.

El artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, establece que los sectores público, pri-
vado y social, son concurrentes en el desarrollo y creci-
miento de la economía nacional. Al respecto, en el séptimo
párrafo de dicho artículo, se especifica que la ley estable-
cerá los mecanismos que faciliten la organización y la ex-
pansión de la actividad económica del sector social, el cual
se encuentra conformando por los ejidos, organizaciones de
trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que
pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajado-
res y, en general, de todas las formas de organización social
para la producción y consumo de bienes y servicios social-
mente necesarios.

En este sentido, la regulación de las organizaciones del sec-
tor social de la economía en nuestro país, así como su fo-
mento, se ha venido dando en las leyes General de Socie-
dades Mercantiles; de Sociedades de Solidaridad Social;
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de
Crédito; General de Sociedades Cooperativas; Federal del
Trabajo; Agraria; General de Desarrollo Social; Federal de
Fomento a las Actividades Realizadas por las Organizacio-
nes de la Sociedad Civil; Federal para el Fomento de la Mi-
croindustria y la Actividad Artesanal; de Ahorro y Crédito
Popular; de Desarrollo Rural Sustentable; así como los Có-
digos Civiles federal y locales, entre otras.

En particular, el fomento del sector social de la economía,
se ve atendida en el marco de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable y en la Ley General de Desarrollo Social
(LGDS), cuya vinculación con el sector social de la econo-
mía a que se refiere el artículo 25 constitucional, radica en
la declaración de política económica del estado que contie-
ne tres aspectos fundamentales: la rectoría económica, los
sectores productivos, cuya existencia y actuar quedan ga-
rantizados, y las áreas económicas en los que pueden parti-
cipar los sectores público, privado y social.

Por lo que corresponde a la LGDS, dentro de los objetivos
de la política nacional de desarrollo social se encuentra cla-
ramente incorporado el de “Promover un desarrollo econó-
mico con sentido social que propicie y conserve el empleo,
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eleve el nivel de ingreso y mejore su distribución”, según la
fracción II de su artículo 11; para mayor alcance, el artícu-
lo 14, fracción V del mismo ordenamiento determina como
una de las vertientes de esa política nacional el “Fomento
del sector social de la economía”.

A su vez, el artículo 19 de la LGDS prevé que son priorita-
rios y de interés público “Los programas y fondos públicos
destinados a la generación y conservación del empleo, a las
actividades productivas sociales y a las empresas del sector
social de la economía”. En este contexto, se considera que
la LGDS imprime mayor solidez y alcance en el tema, en el
marco del capítulo V “Del Fomento al Sector Social de la
Economía”, cuyas disposiciones son complementadas por
el capítulo V de su reglamento en materia de fomento del
sector social de la economía.

Se puede pensar que existe una gran cantidad de mecanis-
mos de regulación y de programas de fomento al sector so-
cial de la economía. Por ejemplo, existe una gran oferta de
programas dirigidos al sector social de la economía, los
cuales mencionaré a continuación.

Secretaría de Economía

• Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad (Fonaes)

• Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales
(Fommur)

• Programa de Apoyo al Diseño Artesanal (Proada)

• Programa Nacional al Financiamiento al Microempre-
sario (Pronafim)

Secretaría de Desarrollo Social

• Programa de Opciones Productivas

• Fomento Artesanal

• Programa de Coinversión Social

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación

• Fomento Agrícola

• Desarrollo Rural

• Programa de Apoyo a las Organizaciones Sociales
Agropecuarias y Pesqueras (Prosap)

• Programa de Apoyo para Acceder al Sistema Financie-
ro Rural (Paasfir)

• Fondo de Riesgo Compartido para el Fomento de
Agronegocios (Fomagro)

• Programa de Apoyo a la Competitividad por Ramas de
Producción

Secretaría de la Reforma Agraria

• Fondo para el Apoyo a Proyectos Productivos

• Programa de la Mujer en el Sector Agrario (Promusag)

• Fondo de Tierras e Instalación del Joven Emprendedor
Rural

Entre otros importantes programas. Sin embargo, no todos
los sectores que son susceptibles de ser apoyados conocen
los mecanismos de fomento y promoción, incluso me atre-
vo a afirmar que la mayoría de la población objetivo de es-
tos programas no cuenta con el conocimiento suficiente pa-
ra generar los proyectos productivos para ser apoyados. Lo
que deriva en que dicha población no pueda acceder a la
gran oferta de programas y apoyos que existen por parte del
gobierno federal. Asimismo, no existe la debida difusión
para dar a conocer la oferta de programas a los cuales pue-
den acceder.

Es importante que las secretarías encargadas de los progra-
mas antes mencionados, brinden el apoyo y la asesoría téc-
nica y jurídica, para que la población objetivo de estos pro-
gramas pueda desarrollar proyectos productivos viables,
que sean susceptibles de apoyos por parte de dichas depen-
dencias.

Por lo antes expuesto, la presente iniciativa busca estable-
cer dentro de la Ley General de Desarrollo Social, que exis-
ta una mayor difusión y promoción de los programas enfo-
cados al desarrollo de proyectos productivos de los sectores
sociales en las zonas de mayor marginación, que se brinde
asesoría técnica y jurídica para dar viabilidad a los proyec-
tos que emanen de dichas zonas, y que se dé especial prio-
ridad al desarrollo de proyectos productivos en las zonas de
mayor marginación.



Con la presente iniciativa, buscamos que las personas con
menos oportunidades, tengan la opción de acceder a un
apoyo, que les pueda garantizar el desarrollo de una activi-
dad productiva, que les de empleo, un ingreso digno, y ma-
yor bienestar social.

En atención a lo anteriormente expuesto, la suscrita diputa-
da Velia Idalia Aguilar Armendariz del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional somete a consideración de
esta Cámara de Diputados la siguiente iniciativa que refor-
ma la Ley General de Desarrollo Social, en los siguientes
términos:

Único. Se adiciona un segundo párrafo a los artículos 33 y
34 de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar co-
mo sigue

Artículo 33. Los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el gobierno federal fomentarán las actividades
productivas para promover la generación de empleos e in-
gresos de personas, familias, grupos y organizaciones pro-
ductivas.

En el caso del desarrollo de actividades productivas, se da-
rá prioridad a las familias y grupos sociales en situación de
vulnerabilidad, y los que se ubiquen en las regiones de ma-
yor marginación.

Artículo 34. Los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el gobierno federal estimularán la organiza-
ción de personas, familias y grupos sociales, destinando re-
cursos públicos para promover proyectos productivos;
identificar oportunidades de inversión, y brindar capacita-
ción, asistencia técnica y asesoría para la organización y el
diseño de proyectos y apoyo legal para la realización de es-
tas actividades.

Asimismo, se realizará una extensa difusión y promoción
por parte de los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el gobierno federal, de los programas enfoca-
dos al desarrollo de proyectos productivos, dirigidos a las
familias y grupos sociales en situación de vulnerabilidad, y
los que se ubiquen en las regiones de mayor marginación.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2011.— Diputa-
da Velia Idalia Aguilar Armendariz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen. 

PETROLEOS MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
Pemex, a la SSP y a la PGR a implantar un programa de de-
nuncia ciudadana tendente a descubrir tomas clandestinas
en los ductos de la paraestatal en toda la república, a cargo
de la diputada Janet Graciela González Tostado, del Grupo
Parlamentario del PRI

Las suscrita, Janet Graciela González Tostado, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXI Legislatura del Congreso de
la Unión, de conformidad con el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, fracción I; 79, numerales 1, fracción II, y 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan punto
de acuerdo mediante el cual se exhorta a Petróleos Mexi-
canos (Pemex), a la Secretaría de Seguridad Pública fede-
ral (SSPF) y la a Procuraduría General de la República
(PGR) para que implementen un programa de denuncia
ciudadana, el cual tenga por objetivo descubrir tomas clan-
destinas en los ductos de Pemex en toda la República me-
diante la siguiente

Exposición de Motivos

El robo a los ductos de combustibles de Pemex a través de
tomas clandestinas es un problema de seguridad nacional.
Me permito señalar algunos incidentes que se han dado en
los últimos meses 

Para nadie es desconocida la tragedia que vivieron las y los
habitantes del municipio de San Martín Texmelucan en di-
ciembre pasado, por la explosión de un ducto que fue “or-
deñado”, provocando la muerte de personas inocentes.

El pasado nueve de febrero en la ciudad de Rosarito, en Ba-
ja California, se derramaron más de 50 mil litros de com-
bustible a causa de una toma clandestina. 
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Según datos del propio director de Pemex, las bandas de
“vampiros”, como se les conoce, que perforan ductos para
extraer combustibles, robaron en 2010 un total de 1,7 mi-
llones de barriles a la estatal Petróleos Mexicanos dijo tam-
bién en comparecencia en la Cámara de Diputados que los
combustibles robados equivalen al 0.4 por ciento de la pro-
ducción anual de Pemex, además de que el número de to-
mas clandestinas colocadas por los “vampiros” aumentó de
462 en 2009 a 710 el año pasado.

Según el director de Pemex, durante 2010 las autoridades
desarticularon tres bandas de “vampiros” y confiscaron
aproximadamente 2,500 millones de pesos (unos 200 mi-
llones de dólares). Por las cifras que el mismo director pre-
senta, podemos ver que no es un problema menor, ya que
eso fue lo que confiscaron, pero las pérdidas que la paraes-
tatal tiene son exponencialmente más altas. El robo de com-
bustible se estima según Suárez Coppel de 17 mil barriles
diarios. 

Este problema tiene diferentes aristas, una de ellas es la in-
seguridad en la que se encuentran millones de mexicanos
que viven en zonas por donde pasan ductos de Pemex y que
al ser perforados, se corre el riesgo de un accidente como el
que vivimos en el municipio de San Martín. 

Los daños al ecosistema son incalculables, ya que los com-
bustibles afectan gravemente el entorno cuando se derra-
man, afectando a las especies que viven en la zona. 

Por otro lado, las pérdidas que tiene Pemex por este delito
en su agravio las tiene que compensar de alguna forma por
ejemplo en el aumento de precio de los combustibles para
la ciudadanía. 

Además de los tres puntos anteriores, el hecho de que Pe-
tróleos Mexicanos no pueda invertir en infraestructura ese
recurso que pierde a causa de la delincuencia.

En el Senado de la República se aprobó un dictamen que re-
forma diversas disposiciones del Código Penal Federal, del
Código de Procedimientos Penales y de la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada, que fue turnado a la Cáma-
ra de Diputados, se revisó y las y los compañeros que for-
man parte de la Comisión de Justicia consideraron
pertinente modificarlo para enriquecerlo, por lo que se re-
gresó al Senado para continuar con el trámite, que  fue
aprobado el pasado 17 de marzo del presente año, y some-
tido a primera lectura el 23 del mismo mes, con esta apro-
bación, se penalizará a quien de manera dolosa altere ins-

trumentos de medición con la finalidad de robar hidrocar-
buros refinados, procesados o sus derivados; en estos casos
la sanción se aumentará hasta en una mitad cuando se co-
meta por empleados o servidores públicos del ramo petro-
lero, las penas pueden ser de hasta 12 años de prisión y
multas de hasta 12 mil días de salario mínimo. 

Es correcto que existan sanciones de este tipo, sin embargo
de nada sirven si no hay un eficaz sistema de investigación
y una cultura de denuncia. Ya que si bien es cierto que una
de las obligaciones de Pemex es revisar con periodicidad
que sus ductos se encuentren en buen estado y que no ten-
gan tomas clandestinas, también es cierto que no cuentan
con el personal suficiente para poder llevar a cabo esa tarea
en los miles de kilómetros de ductos con los que cuenta,
además de que muchos de ellos pasan por debajo de in-
muebles privados y en muchos casos es en espacios como
esos donde instalan tomas clandestinas y para el personal
de Pemex es complejo acceder a estos lugares si no tienen
autorizaciones. 

En virtud de que las y los vecinos de esos lugares son quie-
nes tienen potencialmente hasta el riesgo de perder la vida,
se vuelve necesaria una cultura de denuncia pública, en la
que participen Pemex, la Secretaría de Seguridad Pública
Federal, la Procuraduría General de la República y sobre
todo la ciudadanía, ya que son las y los vecinos quienes de
inmediato descubren una actividad irregular en sus colo-
nias, por ejemplo que de repente se genere un elevado mo-
vimiento de vehículos pesados como pipas en bodegas que
se encontraban vacías o que su actividad era diferente, o el
característico olor de los diferentes combustibles (petróleo,
combustóleo, gas, gasolina, diesel) que por su volatilidad se
dispersan en el ambiente, que además de ser fácilmente
identificables, son tóxicos, entre otras actividades que pue-
den delatar a grupos delictivos. 

Sin embargo este programa debe ir aparejado de estímulos
de alguna índole, como recompensas a quienes denuncien,
tarjetas de descuento de combustible u otro mecanismo que
en coordinación entre Pemex, la SSPF y la PGR puedan ge-
nerar para quien denuncie la presencia de una toma clan-
destina o la operación de una banda delictiva dedicada al
robo de combustibles. 

Este programa podrá inhibir el robo de combustible, que es
principalmente lo que se busca, además de que facilitará a
Pemex, a la SSPF y a la PGR la ubicación de tomas y de
bandas dedicadas a este ilícito. De igual manera bajará el
índice de pérdidas de Pemex en ese rubro, que actualmente



son del orden de tres mil millones de pesos anuales, según
los datos que dio el pasado 17 de marzo el director de la pa-
raestatal. Lo que provocará un superávit  y quizá en el cor-
to plazo la baja en el costo del combustible o la detención
de los incrementos. 

Asimismo el programa deberá contar con los candados y
mecanismos necesarios para salvaguardar la confidenciali-
dad de los datos de la o el denunciante, así como su integri-
dad y la de los suyos, ya que en muchos de los casos descu-
biertos e investigados, se ha podido comprobar la
participación de funcionarios de los tres niveles de gobierno.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento, me per-
mito someter a la elevada consideración de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a Petróleos Mexicanos, a la Secretaría de
Seguridad Pública Federal y a la Procuraduría General de la
República para que implementen un programa de denuncia
ciudadana, el cual tenga por objetivo descubrir tomas clan-
destinas en los ductos de Pemex en toda la república. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2011.— Diputa-
da Janet Graciela González Tostado (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de Se-
guridad Pública, para dictamen.

PETROLEOS MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SFP, a Pemex y a la PGR a dar a conocer los avances y,
en su caso, el resultado de la investigación sobre el presun-
to otorgamiento de un contrato directo asignado por Ber-
nardo de la Garza Hesles a la empresa extranjera KBC Ad-
vanced Technologies Inc., en áreas estratégicas de
explotación petrolera, a cargo del diputado José Luis Ovan-
do Patrón, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal José Luis Ovando Patrón, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXI Legislatura en la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los ar-
tículos 79 y 100 del Reglamento de la Cámara de Diputa-

dos, somete a consideración de esta soberanía proposición
con punto de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría
de la Función Pública, a Petróleos Mexicanos y a la Procu-
raduría General de la República que envíen a esta sobera-
nía los avances y, en su caso, el resultado de la investiga-
ción sobre el presunto otorgamiento de un contrato directo
asignado por Bernardo de la Garza Hesles a una empresa
extranjera denominada KBC Advanced Tecnologies Inc.,
en áreas estratégicas de explotación petrolera, con base en
las siguientes:

Consideraciones

Primera. Los regímenes democráticos deben asegurar un
ejercicio transparente de la función pública y una verdade-
ra rendición de cuentas, así como un equilibrio entre los po-
deres que integran al Estado, ya que la irresponsabilidad del
servidor público erosiona el Estado de derecho y actúa con-
tra la democracia.

Los servidores públicos deben salvaguardar la legalidad,
honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el desem-
peño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones y, por
ende, deben manejar con eficacia, economía, transparencia
y honradez; los recursos económicos de que disponga la fe-
deración.

Segunda. Recientemente hemos podido conocer a través
de diversos comunicados de la Secretaría de la Función Pú-
blica así como en distintos medios de comunicación, las in-
vestigaciones que se están realizando a funcionarios de Pe-
tróleos Mexicanos por presuntos señalamientos de
corrupción y colusión con empresas que se han visto bene-
ficiadas con millonarios contratos otorgados de manera
discrecional y poco transparente.

Según declaraciones del titular de la Secretaría de la Fun-
ción Pública, Salvador Vega Casillas: “las investigaciones
en la paraestatal duraron dos años y derivado de las mis-
mas, en diciembre de 2010, se determinó multar e inhabili-
tar a 14 empleados de Pemex-Refinación” imponiéndoles
una multa histórica de 5 mil 134 millones de pesos.1

Tercera. Tras las sanciones administrativas impuestas a los
ex trabajadores de Petróleos Mexicanos por conductas irre-
gulares, la Secretaría de la Función Pública y Procuraduría
General de la República investigan el presunto otorgamien-
to de un contrato directo asignado por Bernardo de la Gar-
za Hesles por 42 millones de dólares a una empresa extran-
jera KBC Advanced Tecnologies Inc, en áreas estratégicas.
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Conforme a lo anterior y atendiendo los informes de em-
pleados de plataformas y refinerías de Petróleos Mexica-
nos, la Secretaría de la Función Pública y la Procuraduría
General de la República investigan la celebración de dicho
contrato celebrado sin licitación y asignado en forma direc-
ta por parte de dicho funcionario quien en ese entonces era
subdirector de Producción de Pemex Refinación y actual-
mente ocupa la Dirección Comercial de Petróleo Crudo de
la Paraestatal.2

Adicionalmente, se ha informado que la Secretaría de la
Función Pública y la Auditoría Superior de la Federación
indagan sobre una serie de accidentes y paros de produc-
ción durante la administración de Bernardo de la Garza
Hesles, lo que evidenciaría las deficiencias en dicha admi-
nistración; sostienen los quejosos: “debido a los accidentes
y paros, la producción en el último año se desplomó de un
millón 300 mil barriles diarios a un millón 100 mil barri-
les”.3

La Subdirección de Producción de Pemex es la que mayor
valor agregado le da al crudo que es procesado.

Las deficienciencias del funcionario citado han causado un
severo daño patrimonial al país, pues ha sido el responsable
de:

• De incrementar el índice de frecuencia de accidentes
de la subdirección de producción el cual fue de 1.06, el
más alto en los últimos 4 anos. En el año 2009 dicho ín-
dice únicamente fue de 0.51, lo que implica un incre-
mente del 100% en accidentes en las refinerías del país.

• Se incremento el índice de paros no programados del
sistema nacional de refinerías; es decir paros por acci-
dentes en las plantas, el cual por mala operación y pla-
neación fue de 9.6 en el 2010, en el año 2009 dicho ín-
dice fue de 3.5, lo que implica que se triplicaron los
paros en las refinerías del país.

• En 2010 se registró la mayor pérdida de los últimos 10
años en ganancias petroleras, ya que se perdieron
52,696,200 dólares mensuales. 

Lo anterior demuestra que el funcionario ha cometido una
serie de negligencias derivadas de su falta de capacidad pa-
ra desempeñar el cargo, mismas que han causado daños pa-
trimoniales y actos de corrupción.

Cuarta. Dado lo anterior, considero que es menester soli-
citar un informe tanto a la Secretaría de la Función Pú-
blica como a la Procuraduría General de la República y
a la propia paraestatal, a efecto de esclarecer estos pre-
suntos hechos de corrupción.

En términos del artículo 37 fracciones I, IV, VI, VII y
XVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, la Secretaría de la Función Pública es compe-
tente para conocer del asunto, ya que concierne a ésta de-
pendencia:

“Artículo 37. A la Secretaría de la Función Pública co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. Organizar y coordinar el sistema de control y evalua-
ción gubernamental; inspeccionar el ejercicio del gasto
público federal y su congruencia con los presupuestos de
egresos; coordinar, conjuntamente con la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, la evaluación que permita
conocer los resultados de la aplicación de los recursos
públicos federales, así como concertar con las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal
y validar los indicadores de gestión, en los términos de
las disposiciones aplicables;

…

IV. Establecer las bases generales para la realización de
auditorías en las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, así como realizar las audito-
rías que se requieran a las dependencias y entidades en
sustitución o apoyo de sus propios órganos de control;

…

VI. Organizar y coordinar el desarrollo administrativo
integral en las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, a fin de que los recursos huma-
nos, patrimoniales y los procedimientos técnicos de la
misma, sean aprovechados y aplicados con criterios de
eficiencia, buscando en todo momento la eficacia, bus-
cando en todo momento la eficacia, descentralización,
desconcentración y simplificación administrativa. Para
ello, podrá realizar o encomendar las investigaciones,
estudios y análisis necesarios sobre estas materias, y dic-
tar las disposiciones administrativas que sean necesarias
al efecto, tanto para las dependencias como para las en-
tidades de la Administración Pública Federal;



VII. Realizar, por sí o a solicitud de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público o de la coordinadora del sector
correspondiente, auditorías y evaluaciones a las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal,
con el objeto de promover la eficiencia en su gestión y
propiciar el cumplimiento de los objetivos contenidos en
sus programas;

…

XVII. Conocer e investigar las conductas de los servi-
dores públicos, que puedan constituir responsabilidades
administrativas; aplicar las sanciones que correspondan
en los términos de ley y, en su caso, presentar las de-
nuncias correspondientes ante el Ministerio Público,
prestándose para tal efecto la colaboración que le fuere
requerida;”

Respecto a la solicitud dirigida a la Procuraduría Ge-
neral de la República, su Ley Orgánica manifiesta en
el artículo 4o., fracción I, apartado A, incisos a) y b),
como facultad del Ministerio Público de la Federa-
ción:

“Artículo 4. Corresponde al Ministerio Público de la
Federación:

”I. Investigar y perseguir los delitos del orden federal. El
ejercicio de esta atribución comprende:

”A) En la averiguación previa:

”a) Recibir denuncias o querellas sobre acciones u omi-
siones que puedan constituir delito, así como ordenar a
la policía que investigue la veracidad de los datos apor-
tados mediante informaciones anónimas, en términos de
las disposiciones aplicables;

”b) Practicar las diligencias necesarias para la acredita-
ción del cuerpo del delito y la probable responsabilidad
del indiciado en términos de lo dispuesto por el Código
Federal de Procedimientos Penales, en coordinación con
sus auxiliares y otras autoridades de los tres órdenes de
gobierno, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles, los protocolos de actuación que se establezcan, y
los convenios de colaboración e instrumentos que al
efecto se celebren;

”…”

De igual forma es competente Petróleos Mexicanos, ya
que como lo estipula el artículo 2o. de su propia ley or-
gánica, es un organismo descentralizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, que tiene por objeto ejercer
la conducción central y la dirección estratégica de todas las
actividades que abarca la industria petrolera estatal en los
términos de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitu-
cional en el Ramo del Petróleo.

Quinta. En materia de servidores públicos, tanto la Consti-
tución Política como la ley de la materia regulan, en térmi-
nos generales, los sujetos, obligaciones, responsabilidades
y sanciones en materia de disciplina administrativa en el
servicio público; en ese sentido las sanciones previstas en
el artículo 13 de dicho ordenamiento legal tiene como
razón de ser el castigar el incumplimiento de la función
pública que tienen asignada sus agentes, es decir, los
servidores públicos, cuando éstos se apartan de los prin-
cipios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y
eficiencia que rigen el servicio público.

A este último respecto, debe tenerse presente que para cali-
ficar una conducta como grave la autoridad no podrá actuar
de manera arbitraria sino que para ello habrá tenido que
atender al contenido mismo de los autos y al material pro-
batorio recabado durante la instrucción del procedimiento
disciplinario, el cual debe ser idóneo y suficiente para acre-
ditar objetivamente dicha gravedad. Al respecto el artículo
109 fracciones II y III señala:

Artículo 109. El Congreso de la Unión y las legislaturas
de los estados, dentro de los ámbitos de sus respectivas
competencias, expedirán las leyes de responsabilidades
de los servidores públicos y las demás normas condu-
centes a sancionar a quienes, teniendo este carácter, in-
curran en responsabilidad, de conformidad con las si-
guientes prevenciones:

… 

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servi-
dor público será perseguida y sancionada en los térmi-
nos de la legislación penal; y

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servi-
dores públicos por los actos u omisiones que afecten la
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia
que deban observar en el desempeño de sus empleos,
cargos o comisiones.
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Sexta. Por los argumentos anteriormente vertidos, no es
posible referirnos de un gobierno transparente sin exigir la
rendición de cuentas de quienes ejercen el servicio público;
dado que la fiscalización, la rendición de cuentas y la trans-
parencia constituyen elementos que debemos concebir en
una cultura democrática. Como señaló Arturo González de
Aragón, ex auditor superior de la Federación: “Sólo una
ciudadanía honesta, bien informada y participativa es capaz
de juzgar la actuación del gobierno. Sin transparencia y sin
acceso a la información pública es imposible exigir cuentas
a los gobernantes”

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a conside-
ración de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a la Secretaría de la Función Pública, a
Petróleos Mexicanos y a la Procuraduría General de la Re-
pública que envíen a esta soberanía los avances y, en su ca-
so, el resultado de la investigación sobre el presunto otor-
gamiento de un contrato directo asignado por Bernardo de
la Garza Hesles a una empresa extranjera denominada KBC
Advanced Tecnologies Inc., en áreas estratégicas de explo-
tación petrolera. 

Notas:

1. Periódico Milenio, 27 de enero de 2011. 

2. El Sol de México, 20 de febrero de 2011. 

2. El Sol de México, 20 de febrero de 2011. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2011.— Diputa-
do José Luis Ovando Patrón (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de la Función Públi-
ca y de Justicia, para dictamen.

DISTRITO FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la ALDF a revisar, analizar y dar vista sin dilación a las ins-
tancias correspondientes a fin de que se realicen las dili-
gencias a que haya lugar para determinar la restitución del
predio Módulo de Bienestar Social de San Andrés Totolte-

pec, a cargo del diputado Héctor Hugo Hernández Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Héctor Hugo Hernández Rodríguez, diputado
federal integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LXI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, somete a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El 12 de agosto de 1992 el pueblo de San Andrés
Totoltepec recibe, en un acto público, a través del entonces
Departamento del Distrito Federal, cuyo titular era el licen-
ciado Manuel Camacho Solís, y la delegación Tlalpan, un
terreno de 42,000 metros cuadrados, situado en la calle
Emiliano Zapata s/n, para la creación de un deportivo que
tuviera 3 canchas de futbol y un Módulo de Bienestar So-
cial, donde se impartirían actividades culturales, recreativas
y de atención médica, para la comunidad, ante la presencia
del licenciado Enrique Carrillo Torres, subdelegado auxi-
liar del Pueblo; el ciudadano Manuel Hernández Álvarez,
presidente de la Asociación de Residentes; el ciudadano Fe-
lipe Santillán García, presidente de la Mesa Directiva de
Futbol y Vecinos.

De esta manera, el 22 de agosto de 1992, con la presencia
del licenciado Marcelo Ebrard Casaubón, secretario gene-
ral de Gobierno; del licenciado Francisco Ríos Zertuche,
delegado en Tlalpan, y otros funcionarios del DDF, se hace
la entrega formar del predio al pueblo de San Andrés To-
toltepec. En el acto ambos funcionarios se comprometieron
a continuar con las obras de construcción del deportivo.

Segunda. En 1994, siendo titular de la delegación Tlalpan
el licenciado Alfonso del Río Pintado, a través de la Sub-
delegación de  Desarrollo Urbano y Obras a cargo del Arq.
Manuel Ríos Flores, se lleva a cabo, en el mes de junio, el
levantamiento topográfico del área destinada a las instala-
ciones deportivas de dos canchas de futbol y una de Bás-
quet bol, como del inicio y funcionamiento de la liga de
Futbol de San Andrés Totoltepec. Asimismo se construye el
Modulo de Bienestar social, que comprende un área aleda-
ña a la casa Tlalpan.

Tercera. En1995 se crean algunas agrupaciones entre las
que destacan la Comisión del Oriente de San Andrés Totol-



tepec, la Comisión del Deporte la cual se integra con la par-
ticipación de representantes de las diversa disciplinas de-
portivas existentes: futbol, basquetbol, voleibol, karate, en-
tre otras. También, se abre el servicio de atención médica
en general.

Cuarta. En 1997 desaparece la liga de futbol a pesar de las
acciones para ampliar y mejorar las canchas, las cuales son
receptoras de una gran cantidad de desechos sólidos, ha-
ciendo imposible continuar con esta actividad deportiva,
iniciándose un proceso de abandono del área, quedando
resguardando el predio por los ciudadanos Felipe Santillán
García y Manuel Hernández Álvarez. Sin embargo, se soli-
cita la continuación y desarrollo de las actividades del mo-
dulo. El 27 de junio de 2004, “son obligados” a abrir la re-
ja y abandonar el predio. Esta acción origina que la
comunidad lleve a cabo el primer rescate  del predio.

Quinta. Entre 1998 y 2004 se presenta en el predio un
abandono y saqueo de sus instalaciones, del mobiliario y
del equipo médico y de cómputo, por personas ajenas a es-
te.

Asimismo, fueron fraccionados 12,000 metros cuadrados
por los administradores; por lo que hoy solo se reconocen
29,728.52 metros cuadrados, de los cuales los mismos ad-
ministradores pretenden adueñarse, argumentando que son
los propietarios del terreno, con la presunta complicidad de
funcionarios  y directivos de la delegación de Tlalpan y de
la subdelegación del pueblo.

Por su parte, en el mes de julio de 2004 la Delegación Tlal-
pan, a través de la Dirección General Jurídica y de Gobier-
no, en la persona del actuario Fernando A. Hernández Pala-
cios, con la participación de la comunidad y las autoridades
judiciales, reunidos en el módulo deportivo, ubicado en la
calle Emiliano Zapata s/n, llevaron a cabo una serie de ac-
ciones a efecto de restituir el inmueble en beneficio de la co-
munidad y preservar el servicio público que desde 1992 ha
prestado a los habitantes de San Andrés Totoltepec. 

En el mismo acto, se formula una denuncia en contra de los
ciudadanos Juan Guzmán García y Adrián Carrillo Mendo-
za, por el delito de despojo cometido en agravio de la co-
munidad del pueblo de San Andrés Totoltepec, iniciándose
las averiguaciones previas TLP-3T1/1903/04-8 y TLP-
3T2/2247/04-10, en razón de la subdivisión, lotificación y
construcción en el inmueble, sin permiso ni autorización al-
guna.

De esta manera en el mes noviembre de 2004, por acuerdo
dictado en la indagatoria TLP-3T1/1903/04-8 y TLP-
3T2/2247/04-10, se determino restituir provisionalmente a
la comunidad de San Andrés Totoltepec la posesión del in-
mueble a efecto, de que continúe funcionando como Mó-
dulo de Bienestar Social y prosiga sus actividades deporti-
vas, culturales, recreativas y de atención médica.

Asimismo, se establece que el inmueble quedará bajo la
Administración y resguardo de las autoridades de la Dele-
gación Política en Tlalpan, para su preservación y conser-
vación en términos del artículo 39 fracción XIX de la Ley
Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal.

Por consiguiente, el 23 de noviembre de 2004, en cumpli-
miento al acuerdo derivado de la improcedencia del Ampa-
ro solicitado por los ciudadanos Juan Guzmán García y
Adrián Carrillo Mendoza, a través del mandato ministerial,
se ejecuta e instrumenta en coordinación con la Procuradu-
ría General de Justicia del DF, el procedimiento adminis-
trativo para llevar a cabo la recuperación del inmueble ci-
tado. En el acto se comunica que éste se destinará a un bien
público para satisfacer las necesidades deportivas, cultura-
les y recreativas de la comunidad de San Andrés Totolte-
pec. Por lo que, cualquier acto de ocupación y/o especula-
ción que atente contra estos objetivos será sancionado
conforme a la ley.

Sexta. El 7 de junio de 2007, mediante oficio SSG/1740/
07, el licenciado Luis Arturo Bassol González, secretario
particular del Subsecretario de Gobierno del DF, solicitó al
licenciado César David Hernández Pérez, Director General
del Patrimonio Inmobiliario del Gobierno del D.F., su opi-
nión respecto del proceso de expropiación del predio deno-
minado “Modulo de Bienestar Social de San Andrés Totol-
tepec”, ubicado en el paraje Quiltepec de la Ex Hacienda de
Xoco, en la delegación Tlalpan.

En el mismo sentido, mediante oficio SSG/1738/07, solici-
tó al ingeniero Miguel Ángel Olayo González, director de
Ordenamiento Territorial en la Delegación Tlalpan, su opi-
nión respecto del proceso de expropiación del predio deno-
minado “Modulo de Bienestar Social de San Andrés Totol-
tepec”, ubicado en el paraje Quiltepec de la Ex Hacienda de
Xoco, en la delegación Tlalpan.

Séptima. El 27 de junio de 2007, mediante oficio DGEDS/
DOT/1164/07, el titular de Ordenamiento Territorial de la
delegación Tlalpan, informa que dicho órgano administra-
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tivo no tiene inconveniente en que se lleve a cabo el proce-
dimiento de expropiación del predio en comento.

Octava. El 28 de agosto de 2007, el subsecretario de Go-
bierno, licenciado Juan José García González, a través del
oficio SSG/2840/2007, remitió a la Dirección General de
Gobierno del DF el documento de los habitantes de San
Andrés Totoltepec del predio ubicado en el paraje Quilte-
pec, de la Ex Hacienda de Xoco, en la delegación Tlalpan,
quienes solicitan que se hagan los trámites administrativos
para llevar a cabo la expropiación del predio “Modulo de
Bienestar Social”.

Novena. El 5 de septiembre de 2007, mediante oficio
DGG/960/2007, el director general de Gobierno, Héctor
Antuñano González, contestó al subsecretario de Gobierno
que la solicitud de presentación de los asuntos ante el Co-
mité del Patrimonio Inmobiliario, los debe realizar la dele-
gación correspondiente con el expediente de la documenta-
ción soporte que permita su aprobación. En el caso
concreto, por tratarse de una expropiación, el área promo-
vente debe contar con la suficiencia presupuestal para lle-
var a cabo el pago de la indemnización constitucional.

Derivado de lo anterior y con fundamento en los términos
que establecen los artículos 44, 71, fracción II, 73, frac-
ciones XIX, XXIX-C y XXIX –H y 122, Base Primera
fracción V incisos G y H, Bases Cuarta y Quinta, y de-
más aplicables de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados respetuosamente exhor-
ta a la V Asamblea Legislativa del Distrito Federal para que
a través de las comisiones respectivas lleve a cabo la revi-
sión, análisis y de vista sin dilación alguna a las instancias
correspondientes, con la finalidad de que se realicen las di-
ligencia a que haya lugar, para determinar la restitución del
predio denominado “Modulo de Bienestar Social de San
Andrés Totoltepec”, ubicado en el paraje Quiltepec de la Ex
Hacienda de Xoco en la Delegación Tlalpan.

Segundo. La Cámara de Diputados, respetuosamente ex-
horta al Tribunal Superior de Justicia Federal para que lle-
ve a cabo la revisión y, en su caso, instrumente el procedi-
miento administrativo correspondiente que le permita a la
comunidad del pueblo de San Andrés Totoltepec recuperar
el inmueble de referencia, toda vez, que en el proceso de

adjudicación a los administradores del inmueble, existe la
presunción de que se acredito a personal, cuya identidad es
apócrifa.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2011.— Diputa-
do Héctor Hugo Hernández Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

ESTADO DE COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la CNDH que investigue sobre los hechos referidos por el
secretario de Seguridad Pública de Torreón, Coahuila, en
declaraciones publicadas en el periódico La Jornada el 13
de marzo de 2011, a cargo del diputado Jaime Fernando
Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, di-
putado del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en
el Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71 fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y, de los artículos 6, fracción I y 79, nu-
meral 2, fracción III del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a la consideración de este pleno de la Cá-
mara de Diputados, por conducto de la Mesa Directiva, la
proposición con punto de acuerdo como de urgente u obvia
resolución para que se solicite a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos lleve a cabo una investigación in-
mediata sobre las posibles violaciones a los derechos hu-
manos derivadas de los hechos a los que se refiere el gene-
ral en retiro Carlos Bibiano Villa Castillo en sus
declaraciones publicadas en el periódico La Jornada el do-
mingo 13 de marzo de 2011.

Exposición de Motivos

El 13 de marzo de 2011, el periódico La Jornada publicó
en su edición nacional una entrevista realizada por la pe-
riodista Sanjuana Martínez al director de Seguridad Públi-
ca del municipio de Torreón, estado de Coahuila, general en
retiro Carlos Bibiano Villa Castillo.

En esta entrevista el director de Seguridad Pública hace
aseveraciones sobre el desempeño de sus tareas que contra-
vienen severamente el marco jurídico al que está sometido



el ejercicio de toda función pública y que involucran graves
violaciones a los derechos humanos garantizados por nues-
tra Constitución.

En la mencionada entrevista el director de Seguridad Pú-
blica del municipio de Torreón, Coahuila, hace, entre otras,
las siguientes afirmaciones:

“Me gusta la adrenalina. Venir a patrullar. Cuando aga-
rro a un zeta o chapo lo mato. ¿Para qué interrogarlo?
Que le vaya a decir a San Pedro lo que hizo…”

“El problema es que matamos unos y salen más, levanta-
mos otra piedra y salen más…Civiles han muerto muy po-
cos. Nosotros siempre tiramos a matar al narcotraficante.
Nunca al civil. En cuanto ellos ven que empieza la balace-
ra corren y todos a pecho tierra y a cuidarse”.

“Yo desconfío de la policía federal porque ellos no ma-
tan, nomás agarran. Y el Ejército y la Marina matan”.

“El otro día nos tocó ir a matar allí a seis cabrones y los
matamos. ¿Cuál es el problema?”.

Ante la pregunta de la periodista: “¿Mata, luego averi-
gua?”, contesta lo siguiente: “Así debe ser. Es un código de
honor”.

No obstante las insuficiencias propias del proceso de con-
solidación democrática que vivimos, México es un país en
el que prevalece el estado de derecho como soporte funda-
mental de la convivencia social y de la relación entre go-
bernantes y gobernados. Este régimen de derecho tiene en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
la piedra angular de su validez y legitimidad, por lo que to-
do el orden legal que nos rige está sometido a la suprema-
cía de la norma fundamental.

El título primero de la Constitución establece los derechos
humanos, denominados garantías individuales, que todos
los individuos gozan en nuestro país y cuyo pleno disfrute
debe garantizar el Estado mexicano. 

Nuestro orden constitucional tiene como soportes funda-
mentales los principios de seguridad y de legalidad jurídi-
cas consagrados en los artículos 14 y 16 de la Carta Mag-
na. Estos principios se traducen en garantías del gobernado
que le aseguran un marco de protección a su persona, fami-
lia, domicilio, papeles, posesiones o derechos ante la actua-

ción de cualquier autoridad y constituyen para la autoridad
un dique inviolable en el ejercicio de sus funciones. 

En los artículos 16, 17, 18, 19 y 20 y 21 de la Constitución
se establecen con puntualidad los derechos y garantías que
conforman el marco legal que rige la actuación de la auto-
ridad en materia criminal y de seguridad pública. El cum-
plimiento estricto de este marco legal no es potestativo si-
no obligatorio para la autoridad, su aplicación es asunto de
interés público, por lo que su respeto incumbe a la sociedad
en su conjunto y, con mayor razón, a todos los órganos de
gobierno.

Ante la gravedad de los hechos a los que se refiere el se-
cretario de Seguridad Pública del municipio de Torreón,
Coahuila, el teneral en retiro Carlos Bibiano Villa Castillo,
en las declaraciones formuladas a la periodista Sanjuana
Martínez publicadas en el periódico La Jornada el domin-
go 13 de marzo de 2011, que implican la probable comisión
de violaciones a los derechos humanos en el desempeño de
sus funciones, resulta necesario que esta Cámara tome car-
tas en el asunto y formule un llamado al organismo compe-
tente, como lo es la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, para que en uso de sus facultades legales lleve a
cabo la investigación correspondiente y determine las reco-
mendaciones que procedan.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta sobera-
nía, la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo 

De urgente y obvia resolución.

Único. Se solicita a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos que en uso de sus facultades legales realice una
investigación sobre la probable violación a los derechos hu-
manos que se deriven de las declaraciones del secretario de
Seguridad Pública del municipio de Torreón, estado de Co-
ahuila, general en retiro Carlos Bibiano Villa Castillo, pu-
blicadas en el periódico La Jornada el 13 de marzo de
2011. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2011.— Diputa-
do Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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LAMPARAS FLUORESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sener y a la Semarnat a fijar en la NOM-017-ENER/
SCFI-2008 los límites máximos permisibles de contenido
de mercurio de las lámparas fluorescentes compactas que
se comercializan en el país, conforme a los estándares in-
ternacionales en la materia, y a establecer la información
homologada que los empaques respectivos deban contener
de forma clara y visible sobre el manejo y la disposición fi-
nal, a cargo de la diputada Augusta Valentina Díaz de Ri-
vera Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Augusta Valentina Díaz de Rivera, diputada a
la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a la consideración de este
pleno, la proposición con punto de acuerdo para exhortar a
las Secretarías de Energía y Medio Ambiente y Recursos
Naturales, que de manera coordinada establezcan dentro de
la NOM-017-ENER/SCFI- 2008. “Eficiencia energética y
requisitos de seguridad de lámparas fluorescentes compac-
tas. Límites y métodos de prueba”, los límites máximos per-
misibles de contenido de mercurio en las lámparas fluores-
centes compactas que se comercializan en territorio
nacional, y que está sea acorde con los estándares interna-
cionales en la materia; que establezcan la información ho-
mologada que deban contener los empaques de las lámpa-
ras fluorescentes compactas sobre su manejo y disposición
final y que esta sea de forma clara y visible, con base en las
siguientes

Consideraciones

Las lámparas fluorescentes compactas o ahorradoras se de-
nominan así debido a que duran aproximadamente diez ve-
ces más que un foco incandescente, y consumen una cuar-
ta parte de energía eléctrica que un foco convencional.

El Inventario Preliminar de Emisiones Atmosféricas de
Mercurio (2001) estimó que al romperse una lámpara fluo-
rescente, el 25 por ciento de su contenido de mercurio era
emitido al aire y que cerca del 98 por ciento de todas las
lámparas instaladas se rompían durante el primer año de
uso.1 Por Tanto podemos estimar que las emisiones de mer-
curio generadas por la rotura de lámparas fluorescentes en
México, son de 0.229 ton/año.2

Debemos considerar que el mercurio es un metal pesado,
extendido y persistente que se encuentra de manera natural
en el entorno.

Dentro de las diversas fuentes responsables para la libera-
ción del mismo en el aire y en el agua tenemos la meteori-
zación de rocas que contienen minerales de mercurio debi-
do a actividades humanas, los procesos industriales, la
deforestación, incineración de residuos, la fabricación de
amalgamas dentales, lámparas fluorescentes, así como ins-
trumentos médicos, por mencionar algunos.

Es necesario reconocer que el mercurio está relacionado
con diversos tipos de enfermedades tanto a nivel infantil
como en la adultez, además de ser un elemento que conta-
mina el medio ambiente.

Por otro lado, la Comisión para la Cooperación Ambiental
ha señalado que las emisiones provenientes de las lámparas
fluorescentes son menores que las generadas por las emi-
siones de las plantas carboeléctricas.

Esto quiere decir que las lámparas fluorescentes represen-
tan una gran oportunidad para la reducción de emisiones de
mercurio, debido a que en promedio, una planta de carbón
emite 10 miligramos de mercurio para producir electricidad
requerida para hacer funcionar una lámpara incandescente,
comparada con 2.4 miligramos de mercurio que se emiten
para hacer funcionar una lámpara ahorradora compacta.3

Al mismo tiempo, hay que considerar que en el mercado
existen varios tipos de lámparas fluorescentes, y todas ellas
contienen mercurio, y sobre todo no están reguladas en
cuanto al contenido de mercurio, ni a lo que deben de hacer
los consumidores una vez acabada su vida útil.

En la norma jurídica no se encuentra ningún dato que men-
cione las especificaciones de contenido de mercurio permi-
tido en estas lámparas fluorescentes, igualmente, los regis-
tros que se reportaron en el Diagnóstico del Mercurio en
México4 no arrojaron ningún dato que indicara que existe
una homologación de los límites de mercurio de acuerdo a
organismos internacionales. Por el contrario los datos indi-
can que en México se utilizan lámparas fuera de los límites
de los estándares internacionales.

Por ejemplo, en el año de 1996 la producción de lámparas
fluorescentes era de 22 millones y su contenido de mercu-
rio era de 40 miligramos por lámpara. El contenido de mer-



curio de toda la producción fue de 880 kilogramos; para
1997 la producción fue de 25 millones y por lámpara el
contenido de mercurio era de 40 miligramos y el total de
mercurio para toda la producción fue de 1000 kilogramos. 

Finalmente, para el año de 1999 se produjeron 30 millones
de lámparas con un contenido de mercurio por lámpara de
30 miligramos, y un total de producción de 900 kilogra-
mos.5

Hacemos hincapié que en México no se reciclan las lámpa-
ras fluorescentes, ni ningún otro dispositivo eléctrico que
contenga mercurio. 

Pero lo que si se hace es recuperar el mercurio de los con-
centrados de plata/mercurio que se producen en las prime-
ras etapas del proceso de refinación del metal, ya que el
mercurio puede ser atrapado en un condensador. De tal for-
ma que el mercurio recuperado se vende a las empresas
productoras de lámparas fluorescentes y clientes diversos
en el país, sobre todo en San Luis Potosí y Nuevo León
(Fuente: Inventario Preliminar de Emisiones Atmosféricas
de Mercurio, 2001).

Sin embargo, es necesario señalar que en nuestro sistema
jurídico existen vacíos en cuanto al adecuado manejo de
deshechos de lámparas fluorescentes, o para que los fabri-
cantes proporcionen información en el empaque final a los
consumidores sobre el manejo y disposición de aquéllas
que ya no tienen vida útil, y que deben de ser desechadas
bajo ciertas condiciones, a través de un Plan de Manejo. 

La National Electrical Manufacturers Association (NEMA
por sus siglas en inglés),6 institución reconocida a nivel in-
ternacional, ha establecido dentro de sus estándares que el
contenido de mercurio máximo en una lámpara debe de ser
de 5 miligramos.

La solicitud en este punto de acuerdo radica en adicionar a
la NOM-017-ENER/ SCFI-2008: “Eficiencia energética y
requisitos de seguridad de lámparas fluorescentes compac-
tas. Límites y métodos de prueba”, los límites máximos
permisibles en cada unidad. Así como la disposición para
que las empresas establezcan una leyenda en el empaque de
la lámpara fluorescente, que señale el manejo adecuado de
la misma una vez que termine su vida útil. 

Lo anterior, conforme a los lineamientos y estrategias a ob-
servar en los planes de manejo, a que hace referencia el se-

gundo párrafo de la fracción I del artículo 28 de Ley, Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
además de considerar necesario que los consumidores de
lámparas fluorescentes tienen que conocer cómo deben de
ser desechadas y bajo qué condiciones, con el fin de redu-
cir su impacto ambiental o los daños a la salud pública,
pues no existe información clara o visible sobre su manejo.

Recordando que la Ley sobre Metrología y Normalización
señala como una de las finalidades de las normas oficiales
mexicanas el establecimiento de criterios y/o especificacio-
nes que promuevan el mejoramiento del medio ambiente, el
cuidado de la salud humana, animal, vegetal, y laboral.7

Por todas las consideraciones expuestas, resulta necesario y
urgente que se incluyan en la Norma Oficial parámetros so-
bre los límites del contenido del mercurio en las lámparas
fluorescentes compactas, de tal forma que estas deben de
estar homologadas con los estándares internacionales, ade-
más de plasmar claramente en el empaque el manejo a rea-
lizar con la lámpara una vez terminada su vida útil.

Con esta medida se coadyuvará a la reducción de emisiones
de mercurio al ambiente, mitigando los efectos del cambio
climático, y protegiendo la salud humana de todos aquellos
consumidores que compran lámparas fluorescentes. 

Por lo expuesto y fundado, expongo ante esta soberanía el
siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a las Secretarías de Energía y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para que de manera co-
ordinada establezcan dentro de la NOM-017-ENER/SCFI-
2008: “Eficiencia energética y requisitos de seguridad de
lámparas fluorescentes compactas. Límites y métodos de
prueba”, los límites máximos permisibles de contenido de
mercurio en las lámparas fluorescentes compactas que se
comercializan en territorio nacional, y que esta sea acorde
con los estándares internacionales en la materia.

Segundo. Se exhorta a las Secretarías de Energía y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales para que en NOM-
017- ENER/SCFI_2008 establezcan la información homo-
logada que deban contener los empaques de las lámparas
fluorescentes compactas sobre su manejo y disposición fi-
nal y que esta sea de forma clara y visible.
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Notas:

1 Instituto Nacional de Ecología (INE), 2000: Diagnóstico del Mercu-
rio en México, 2000.

2 Ibídem.

3 Mercury in Compact Fluorescent Lamps. The US Environmental Pro-
tection Agency.

4 Diagnóstico de Mercurio. Desarrollado por el Instituto Nacional de
Ecología y Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y Pes-
ca. Año 2000 (es el único que se ha realizado para el mercurio).

5 Cifras tomadas del Diagnóstico de Mercurio en México, elaborado
por el Instituto Nacional de Ecología, junio de 2000. 

6 Disponible en: http://www.nema.org/lamprecycle/index.html

7 Ley Federal sobre Metrología y Normalización. Sección II de las nor-
mas mexicanas. Sección adicionada en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 20 de mayo de 1997.

Dado en el Palacio Legislativo, a 24 de marzo de 2011.— Diputada
Augusta V. Díaz de Rivera (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Energía y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

DISTRITO FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la ALDF a realizar las adecuaciones pertinentes al marco
legal en materia de narcomenudeo, a cargo de la diputada
Gabriela Cuevas Barron, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita Gabriela Cuevas Barron, diputada federal de la
LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea la presente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. De acuerdo con cifras del Consejo Nacional contra las
Adicciones, el Distrito Federal es una de las ciudades con

mayor consumo de drogas en el país. En particular, el con-
sumo de mariguana y cocaína es mayor al promedio nacio-
nal, lo que se debe, en gran medida, a que los jóvenes de la
capital se encuentran expuestos a una oferta incontrolada
de estas sustancias.

La proliferación del narcomenudeo se ha visto reflejada en
la diversificación de los puntos de venta, los cuales suelen
ser pequeños negocios como, abarrotes, estéticas, cantinas,
puestos ambulantes y distribuidores itinerantes que se sitú-
an cerca de escuelas, centros recreativos y unidades habita-
cionales, permitiendo la conformación de redes de distri-
buidores y consumidores que pactan el abastecimiento a
domicilio.

2. El combate al narcomenudeo requiere certeza jurídica
para que las autoridades correspondientes no permitan una
alta circulación de narcóticos en las áreas de uso común por
imprevisiones legales, lo que adquiere mayor relevancia si
nos atenemos a la complejidad con la que operan las ban-
das dedicadas a este ilícito.

Este problema lo podemos dimensionar si tomamos en
cuenta que el 40 por ciento de los jóvenes considera que es
fácil o muy fácil conseguir droga en el Distrito Federal, lo
que ha permitido afirmar que prácticamente cualquier par-
te del territorio capitalino se ha convertido, en mayor o me-
nor medida, en zona de influencia de algún distribuidor ma-
yoritario.

3. El combate al narcomenudeo demanda la estrecha cola-
boración de los tres órdenes de gobierno, razón por la cual,
el 20 de agosto de 2009 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el “Decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales”.

Con esta reforma se adicionó a la Ley General de Salud un
Capítulo titulado “Delitos contra la salud en su modalidad
de narcomenudeo” y, de manera específica, se otorgó a las
entidades federativas la facultad de conocer y resolver de-
litos relacionados con el narcomenudeo en los términos se-
ñalados en dicho ordenamiento. 

4. En los transitorios del mencionado Decreto se estable-
ce el plazo de un año, a partir de la entrada en vigor del
mismo, para que las legislaturas locales y la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal realicen las adecuaciones
necesarias a sus legislaciones con el propósito de dar el



debido cumplimiento a las atribuciones contenidas en el
mismo.

El plazo se cumplió el día 21 de agosto de 2010 y sólo al-
gunas legislaturas locales han realizado reformas en sus
marcos normativos, como es el caso de Baja California,
Campeche, Chihuahua, Guanajuato, Hidalgo, Puebla, Que-
rétaro, Quintana Roo y Yucatán.

5. En el pleno de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, desde el 26 de noviembre de 2009 se han presentado
dos iniciativas en materia de narcomenudeo:

a) Con proyecto de decreto por el que se adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud; y

b) Por la que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Distrito Federal, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Superior de Justicia del Distrito Federal y de la
Ley de Salud para el Distrito Federal.

En términos generales, estas iniciativas proponen:

• Instaurar unidades especializadas para investigar los
delitos en materia de narcomenudeo que prevé la Ley
General de Salud.

• Otorgar competencia a los Juzgados Penales y de Jus-
ticia para Adolescentes, a fin de que puedan conocer los
delitos en materia de narcomenudeo previstos en el Ca-
pítulo VII de la Ley General de Salud, señalando que los
procedimientos penales se substanciarán de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 480 de dicho ordena-
miento.

• Impulsar medidas intensivas en materia de educación e
información de carácter preventivo de las adicciones, así
como de los daños a la salud provocados por el consu-
mo de estupefacientes.

6. El 22 de junio de 2010 ambas iniciativas fueron aproba-
das por las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y Ad-
ministración y Procuración de Justicia. Los dictámenes res-
pectivos se remitieron a la Comisión de Salud y Asistencia
Social para continuar con el trámite legislativo, pero hasta
la fecha sigue pendiente su aprobación.

Compañeros diputados: de no aprobarse las reformas a las
legislaciones correspondientes, las autoridades capitalinas

continuarán combatiendo este flagelo con ineficacia y sin
atribuciones ni procedimientos claramente definidos, lo
que repercutirá en mayor impunidad y, por tanto, en mayor
distribución de estupefacientes, psicotrópicos y demás sus-
tancias prohibidas por la ley.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de ésta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal para que realice adecuaciones al marco legal de la
capital en materia de delitos contra la salud en su modali-
dad de narcomenudeo, de conformidad con lo establecido
en el “decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Có-
digo Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos
Penales”, publicado el 20 de agosto de 2009 en el Diario
Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones del pleno de la Cámara de Diputados del
honorables Congreso de la Unión, a los 18 días del mes de marzo de
2011.— Diputada Gabriela Cuevas Barron (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

ESTADO DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
gobierno de Veracruz a cumplir el acuerdo de coordinación
firmado con la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas respecto a las obras del Programa de In-
fraestructura Básica para la Atención de los Pueblos Indí-
genas en la Zona de Zongolica en el ejercicio de 2010, a
cargo de la diputada Alba Leonila Méndez Herrera, del
Grupo Parlamentario del PAN 

La suscrita, Alba Leonila Méndez Herrera, diputada en la
LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de es-
te pleno la proposición con punto de acuerdo por el que la
Cámara de Diputados hace un atento exhorto al gobierno
del estado de Veracruz, a cumplir lo establecido en el acuer-
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do de coordinación suscrito entre la Comisión Nacional pa-
ra el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) y el go-
bierno de ese estado, respecto de las obras del Programa de
Infraestructura Básica para la Atención de los Pueblos In-
dígenas (Pibai) en la región de Zongolica, bajo las siguien-
tes

Consideraciones

El Programa de Infraestructura Básica para la Atención de
los Pueblos Indígenas tiene como objetivo contribuir a que
los habitantes de las localidades indígenas elegibles super-
en el aislamiento y dispongan de bienes y servicios básicos,
mediante la construcción de obras de infraestructura básica.

De acuerdo a sus reglas de operación, este programa busca
dotar de obras de infraestructura básica a localidades indí-
genas elegibles que observan carencias y rezagos en mate-
ria de comunicación terrestre, electrificación, agua potable
y saneamiento.

En el estado de Veracruz, este programa no ha logrado sus
objetivos de promover el desarrollo de infraestructura en
las comunidades indígenas, ya que se tiene un rezago de
cinco años, en los que se han venido realizando los mismos
tramos carreteros por la falta de aportación de recursos por
parte del gobierno del estado.

En el caso específico de la zona de Zongolica, habitantes
del municipio de Tehuipango, Mixtla de Altamirano, Na-
ranjal, Coetzala, Matlatecoya, Zongolica, Temaxcalapa, se
han acercado a una servidora para plantear el retraso de las
obras que se realizan en cada uno de sus municipios, quie-
nes manifestaron su inconformidad por la falta de seriedad
y compromiso por parte del gobierno del estado. Durante el
presente ejercicio fiscal se han sostenido diversas reuniones
en las que las autoridades estatales a través de la ejecutora,
la Secretaría de Comunicaciones (Secom) se ha compro-
metido a concluir los tramos programados sin que a la fe-
cha se hayan alcanzado las metas proyectadas durante los
últimos años.

El gobierno de Javier Duarte ya ha designado al responsa-
ble del programa por parte del gobierno del estado el cual
funge como presidente de la Comisión de Regulación y Se-
guimiento (Corese), para que a través de él se dé segui-
miento a los compromisos contraídos con la CDI para la
ejecución del programa Pibai, para los ejercicios 2010-
2011, sin embargo, no se tiene un avance significativo en la
ejecución de las obras en la sierra de Zongolica.

Por poner un ejemplo, para el Ejercicio de 2010, se autori-
zó una inversión superior a los 420 millones de pesos para
el acuerdo de coordinación entre la CDI y el gobierno del
estado de Veracruz y apenas se ejerció 22 por ciento, situa-
ción que evidencia la falta de compromiso y de interés por
parte del gobierno estatal en el desarrollo de nuestras co-
munidades indígenas.

Es lamentable que las obligaciones contraídas en los acuer-
dos de coordinación de los últimos cinco años no hayan si-
do cumplidos por la parte estatal, argumentando que no tie-
nen disponibilidad presupuestal o lo que es evidente: no
quieren invertir para resolver la problemática de los pue-
blos indígenas.

Ante tal escenario prevaleciente en Veracruz respecto al
programa Pibai, es necesario plantearse la pregunta ¿Vale la
pena firmar un acuerdo de coordinación para el Ejercicio de
2011, si a la fecha no se han cumplido con los compromi-
sos pactados en 2010? lo que ha obstaculizado el desarrollo
de las comunidades indígenas, por ello se le exige al go-
bierno del estado cumpla con sus aportaciones para la con-
clusión de las metas trazadas.

Por ello es sumamente importante la aplicación puntual de
las reglas de operación en la que se señalan las obligacio-
nes de las partes en el programa; y para el gobierno del es-
tado establece entre otras: recibir y valorar con criterios de
equidad y transparencia, todas las demandas de obras que
les presenten las comunidades que cumplan con los crite-
rios de elegibilidad, así como aportar oportunamente los re-
cursos económicos comprometidos en el respectivo acuer-
do de coordinación, conforme a la estructura financiera y a
los montos contratados, obligación ésta última que no ha
cumplido durante los últimos cinco años, lo que ha frenado
el avance en la infraestructura en la región de Zongolica.

El desarrollo de los pueblos indígenas no puede estar se-
cuestrado por la irresponsabilidad de la autoridad, por eso,
o aporta el gobierno de Veracruz o busquemos otros meca-
nismos que garanticen la obtención de los recursos para la
conclusión de las obras en la región.

Como legisladores debemos insistir en que los recursos
aprobados para el desarrollo de los pueblos y comunidades
indígenas sean ejercidos con transparencia y oportunidad,
por lo que me permito someter a consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con 



Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorte al gobierno del estado de Veracruz a
cumplir con los compromisos acordados en el Acuerdo de
Coordinación con la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas (CDI), para que las metas estable-
cidas en las obras del Programa de Infraestructura Básica
para la Atención de los Pueblos Indígenas (Pibai) de la re-
gión de Zongolica, sean concluidas.

Segundo. Que se hagan las adecuaciones correspondientes
a las reglas de operación del Programa de Infraestructura
Básica para la Atención de los Pueblos Indígenas (Pibai), a
efecto de que los gobiernos municipales sean entidades eje-
cutoras sin la necesidad de la autorización del gobierno del
estado de Veracruz. 

Tercero. Que el gobierno del estado de Veracruz garantice
recursos presupuestales para que las obras programadas pa-
ra 2011 se ejecuten en tiempo y forma en beneficio de las
comunidades indígenas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2011.— Diputa-
da Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen.

EXPLOTACION AGUAS NACIONALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a expedir un decreto por el que se amplíe,
a partir de su entrada en vigor y hasta por seis meses, el lap-
so para que a los usuarios de aguas nacionales y sus bienes
públicos inherentes con títulos vencidos en el periodo 1o.
de enero de 2004-30 de abril de 2010 se otorguen nuevas
concesiones y asignaciones, a cargo del diputado Enrique
Torres Delgado, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Enrique Torres Delgado, integrante de la LXI
Legislatura por el Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79,
numerales 1, fracción II, y 2, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno proposi-
ción con punto de acuerdo por el que la Cámara de Diputa-
dos hace un atento exhorto al titular del Ejecutivo federal a
expedir un decreto por medio del cual se amplíe, a partir de

su entrada en vigor y hasta por seis meses, el lapso para que
a todos los usuarios de aguas nacionales y sus bienes pú-
blicos inherentes, con títulos vencidos en el periodo 1 de
enero de 2004-30 de abril de 2010, se otorguen nuevas con-
cesiones y asignaciones, a efecto de que el sector se actua-
lice y regularice en el trámite, obteniendo de esa manera
certeza jurídica en el derecho público a usar, explotar y
aprovechar las aguas nacionales, con base en las siguientes

Consideraciones

Conforme a la Carta Magna, artículo 27, “la propiedad de
las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del
territorio nacional, corresponde originalmente a la nación,
la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio
de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad pri-
vada”. Asimismo, en el párrafo quinto de dicho artículo se
señalan las consideradas aguas nacionales.

El ordenamiento reglamentario del artículo 27 constitucio-
nal lo constituye la Ley de Aguas Nacionales (LAN), que
tiene por objeto “regular la explotación, uso o aprovecha-
miento de dichas aguas, su distribución y control, así como
la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desa-
rrollo integral sustentable”.

El uso de las aguas nacionales, sean superficiales o del sub-
suelo, está sujeto a disponer de concesiones que otorga el
Ejecutivo federal por medio de la Comisión Nacional del
Agua (Conagua), a fin de hacer una adecuada explotación,
uso o aprovechamiento de recursos hídricos de la nación.

La Conagua, por medio del Registro Público de Derechos
de Agua (Repda), realiza la inscripción de títulos de conce-
sión, asignación y permisos de aguas nacionales y sus bie-
nes públicos inherentes, para lo cual dispone de oficinas de
registro en cada entidad (Reglamento de la LAN, artículo
54).

El artículo 24 de la LAN, reformado en 2004, señala que el
término de la concesión o asignación para la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales no será menor
de 5 ni mayor de 30 años, y que las concesiones o asigna-
ciones serán objeto de prórroga hasta por igual término y
características del título vigente por el que se hubieran otor-
gado. Lo anterior, sujeto a ciertos lineamientos previstos en
dicha ley.

Uno de esos lineamientos consiste en solicitar la prórroga
dentro de los últimos cinco años previos al término de su
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vigencia, al menos seis meses antes de su vencimiento; de
no hacerlo, se considerará renuncia a este derecho.

La reforma del artículo 24 publicada el 29 de abril de 2004
en el Diario Oficial de la Federación, respecto a las prórro-
gas y los lineamientos por considerar, dio lugar a confusio-
nes entre los usuarios del recurso hídrico, y de 2004 a 2006
no presentaron solicitud de prórroga 19 mil 246 concesio-
narios o asignatarios y en 2007 vencieron 21 mil 174 títu-
los de concesión.

Ante dicha situación y la dificultad que esto representaba
para otorgar nuevas concesiones y asignaciones, el titular
del Ejecutivo federal, el 27 de febrero de 2008, emitió un
decreto para otorgar nuevas concesiones y asignaciones a
los usuarios de aguas nacionales y sus bienes públicos in-
herentes que contaran con títulos vencidos de 2004 a 2008,
o que contando con un título vigente no hubieran solicitado
la prórroga de éstos en el plazo establecido en la legislación
aplicable.

Posterior a dicho decreto, en diciembre de 2008 la Conagua
anunció que a partir de enero de 2009, como parte del Pro-
grama de Mejora de la Gestión, estarían en marcha 34 cen-
tros de servicios integrales (CIS) en el país, a través de los
cuales se habría de reducir el tiempo de gestión y entrega
de títulos de concesión y descarga de aguas nacionales
(http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Comunica-
dos/BOLETIN%20270-08.pdf).

Estos centros integrales de servicio representarían un apo-
yo fundamental para los trabajos del Repda, ya que entre
2008 y 2012 la autoridad en materia de agua prevé el ven-
cimiento de 153 mil 813 títulos y de igual número de trá-
mites que se tendrán que realizar en el país. De igual ma-
nera, para el periodo señalado tiene considerado procesar
otros 100 mil trámites de títulos nuevos; es decir, en total
alrededor de 250 mil trámites.

Del año 2001 a 2008, el agua concesionada superficial
mostró un incremento de 14 por ciento, y en el caso del
agua subterránea se observó un aumento de 19 por ciento
(Conagua).

Ahora bien, al escenario antes expuesto hay que agregar
que no se ha logrado la respuesta para cumplir este tipo de
trámites por los usuarios del recurso hídrico, principalmen-
te los relacionados con el uso agropecuario. Esto es suma-
mente preocupante si tomamos en cuenta además que las
actividades agrícolas representan el uso consuntivo con

mayor volumen concesionado, con 61.2 mil millones de
metros cúbicos, que representan 77 por ciento de los usos
consuntivos.

Consideramos de gran importancia dar seguimiento a lo
que manda la ley en materia de agua a fin de que se haga
un uso eficiente del recurso hídrico conforme a la regula-
ción establecida según los títulos de concesión, asignación
y permisos de aguas nacionales.

Esto, además, representa un beneficio para los productores
si tomamos en cuenta que la disposición de títulos vigentes
les permite el acceso a diversos apoyos gubernamentales a
través del cumplimiento de requisitos de programas presu-
puestarios como el Procampo y la tarifa eléctrica preferen-
cial y otros.

También, de acuerdo con la LAN, la inscripción de los tí-
tulos en el Repda constituyen medios de prueba de su exis-
tencia, titularidad y del estado que guardan; es decir, son
instrumentos de seguridad jurídica para los usuarios de
aguas nacionales.

Por lo ateriormente expuesto, y en razón de que todos los
que tengan vencido el título correspondiente están obliga-
dos a solicitar nuevamente la concesión o asignación res-
pectiva, con la problemática social que esto representa y las
complicaciones administrativas en los procesos producti-
vos que pudiera traer, someto a esta honorable soberanía el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al titular del Ejecutivo
federal a expedir un decreto por medio del cual se amplíe,
a partir de su entrada en vigor y hasta por seis meses, el lap-
so para que a todos los usuarios de aguas nacionales y sus
bienes públicos inherentes con títulos vencidos en el perio-
do 1 de enero de 2004 al 30 de abril de 2010 se otorguen
nuevas concesiones y asignaciones, a efecto de que el sec-
tor se regularice y actualice sus concesiones, obteniendo de
esa manera certeza jurídica en el derecho público a usar ex-
plotar y aprovechar las aguas nacionales.

México Distrito Federal, a 29 de marzo de 2011.— Diputado Enrique
Torres Delgado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.



DIA NACIONAL SIN CONSUMO DE ALCOHOL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a declarar el 15 de noviembre como Día
Nacional sin Consumo de Alcohol; y a los gobiernos esta-
tales y a los municipales, a fortalecer las acciones y los pro-
gramas dirigidos a prevenir y erradicar el uso excesivo, a
cargo del diputado Enrique Torres Delgado, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El que suscribe, diputado Enrique Torres Delgado, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXI Legislatura, con fundamento en el artículo 79,
numeral 1, fracción II y numeral 2 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la siguiente propuesta con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

En México, la Encuesta Nacional de Adicciones 2008, des-
taca respecto del consumo de alcohol que, como se había
observado en estudios previos, el patrón de consumo típico
es de grandes cantidades por ocasión de consumo. En total,
casi 27 millones de mexicanos entre 12 y 65 años beben
con este patrón y presentan frecuencias de consumo que os-
cilan entre menos de una vez al mes y diario. Esto signifi-
ca que, aunque beban con poca frecuencia, cuando lo hacen
ingieren grandes cantidades. Casi 4 millones beben grandes
cantidades una vez a la semana o con mayor frecuencia. 

El consumo consuetudinario, es decir cuando se beben
grandes cantidades una o más veces a la semana, es más
frecuente entre hombres que entre mujeres, en una propor-
ción de 5.8 hombres por cada mujer. Entre ellas, sin em-
bargo, esta manera de beber está aumentando, especial-
mente entre las adolescentes. La diferencia entre mujeres
adultas y adolescentes (una mujer entre 12 y 17 años, por
cada 1.9 mujeres adultas mayores de 18 años) es menor que
la que se observa entre los hombres (un adolescente entre
12 y 17 años por cada cinco adultos mayores de 18 años).

Tanto en hombres como en mujeres, el grupo de edad que
muestra los niveles más altos de consumo es el de 18 a 29
años. Los niveles descienden después conforme aumenta la
edad. Los resultados indican que la población adolescente
está copiando los patrones de consumo de la población
adulta. 

El abuso, implica un patrón no adaptativo de consumo, en
personas sin dependencia, que conlleva un deterioro o ma-
lestar clínicamente significativo, expresado por uno o más
problemas (consumo recurrente que da lugar al incumpli-
miento de obligaciones en el trabajo, la escuela o la casa;
consumo en situaciones en las que hacerlo es físicamente
peligroso; problemas legales relacionados con el alcohol;
consumo continuado, a pesar de tener problemas sociales
continuos o recurrentes, o problemas interpersonales causa-
dos o exacerbados por los efectos de la sustancia). 

La proporción de la población que presenta abuso/depen-
dencia al alcohol es muy elevada; poco más de cuatro mi-
llones de mexicanos cumple con los criterios para este tras-
torno; de éstos, tres y medio millones son hombres y poco
más de medio millón son mujeres.

La encuesta nacional también señala, que esta forma de be-
ber se asocia con una proporción importante de problemas.
Las dificultades más frecuentes ocurren con la familia (10.8
por ciento), a continuación aparecen las peleas (6 por cien-
to). Los problemas con la policía son menos frecuentes (3.7
por ciento), pero en una proporción importante (41.3 por
ciento) se encontraron personas que fueron detenidas bajo
los efectos del alcohol. Los problemas laborales no son
muy comunes (3.7 por ciento) y en una proporción aún me-
nor los problemas derivaron en la pérdida del empleo o en
la posibilidad de perderlo (1.4 por ciento). Por otro lado, a
nivel mundial, México ocupa uno de los primeros lugares
de mortalidad por cirrosis hepática alcohólica.

Otras estadísticas a nivel nacional, proporcionadas por el
Consejo Nacional Contra las Adicciones, referente a daños
y consecuencias relacionadas con el abuso en el consumo
del alcohol nos refieren a que, la quinta parte de los acci-
dentes en el área de trabajo se relaciona con la ingesta de
bebidas con alcohol y se encuentra entre las diez principa-
les causas de discapacidad en los empleados; también se re-
laciona con un grave problema de accidentes vehiculares
por el consumo excesivo de bebidas alcohólicas en con-
ductores, que cada año cobran la vida de 20 mil mexicanos.

El alcoholismo es el principal responsable de 50 por ciento
de los accidentes automovilísticos, que representa la prime-
ra causa de muerte entre jóvenes.

El consumo de alcohol se asocia por lo menos a 16 causas
de mortalidad, tanto a corto como a largo plazo. La Secre-
taría de Salud señala que tanto el alcoholismo como el abu-
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so en el consumo de alcohol se encuentran entre las princi-
pales causas de pérdida de años de vida saludable en Méxi-
co, se registran 22 muertes por cirrosis hepática, la más al-
ta del mundo, por cada 100 habitantes. Además, 26.5 por
ciento de los cadáveres del servicio forense fallecieron ba-
jo el efecto etílico. Es decir, que ese consumo ocasiona ele-
vados costos sociales. Se ha estimado también que tan sólo
el alcoholismo representa actualmente 9 por ciento del pe-
so total de la enfermedad en México.

Por otro lado, según algunas estimaciones, el alcoholismo
absorbe 6 por ciento del gasto público y genera improduc-
tividad, ya que se pierden 160 mil horas-hombre quincena-
les, mientras representa 15 por ciento del ausentismo labo-
ral e incrementan la deserción escolar.

Cada año se suman a las filas del alcoholismo 1.7 millones
de mexicanos, además de que, de acuerdo con autoridades
judiciales, 36 por ciento de los delitos y 57 por ciento de los
suicidios en nuestro país, se encuentran estrechamente rela-
cionados con las bebidas embriagantes. También contribu-
ye con mayores índices de violencia, criminalidad, vanda-
lismo y descomposición social. 

El consumo excesivo de alcohol es una constante preocu-
pación para la salud pública debido al número de muertes y
de años de vida saludables perdidos por esta sustancia. El
alcohol consumido en exceso genera tanto daños a la salud
del individuo, como daños a las familias y a la sociedad en
general. 

Por ello el gobierno federal ha emprendido una serie de ac-
ciones, estrategias y programas a fin de prevenir que los jó-
venes inicien el consumo de bebidas alcohólicas a tempra-
na edad y sobre todo para evitar el consumo excesivo de
alcohol, a través del Consejo Nacional contra las Adiccio-
nes, el Instituto Mexicano de la Juventud, del Programa de
Acción Específico 2007-2012 Prevención y Tratamiento de
Adicciones, por señalar algunos; sin dejar de mencionar
que hay acciones muy concretas en los distintos órdenes de
gobierno a fin de prevenir y tratar el problema de alcoho-
lismo entre los jóvenes. 

No obstante los esfuerzos que se han emprendido en la ma-
teria, considero que ante la magnitud del problema es nece-
sario fortalecer las acciones y programas dirigidos a preve-
nir y erradicar el consumo excesivo de alcohol en nuestra
población, particularmente entre las y los jóvenes. Si bien
el alcohol ha demostrado ser una industria próspera en Mé-
xico, no podemos hacer caso omiso a los patrones de con-

sumo indebido y excesivo que están caracterizando a su po-
blación.

Expuesta la problemática anterior, compañeras y compañe-
ros legisladores, me permito presentarles una propuesta que
nos permita exhortar al gobierno federal a declarar el 15 de
noviembre de cada año, como el Día Nacional sin Consu-
mo de Alcohol, y a los tres ámbitos de gobierno a que de
manera coordinada fortalezcan las acciones y programas
dirigidos a prevenir y erradicar el consumo excesivo de al-
cohol en la población mexicana, pero particularmente entre
las y los jóvenes. 

En el marco del Día Internacional en Memoria a las Vícti-
mas de Accidentes de Tránsito, que se celebra el 15 de no-
viembre, se propone redoblar la acción del estado para pre-
venir el consumo excesivo de alcohol que nos permita
atender la problemática asociada a dicho fenómeno.

Por lo anteriormente expuesto, someto a su consideración,
la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo federal a declarar el 15 de noviembre de cada año
como el Día Nacional sin Consumo de Alcohol, y en este
marco fortalecer las acciones y programas dirigidos a pre-
venir y erradicar el consumo excesivo de alcohol. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a los gobiernos es-
tatales y municipales a que, de manera coordinada, forta-
lezcan las acciones y programas dirigidos a prevenir y
erradicar el consumo excesivo de alcohol entre la población
mexicana, particularmente entre los jóvenes. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2011.— Diputa-
do Enrique Torres Delgado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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• Torres Delgado, Enrique (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torres Delgado, Enrique (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley General de Desarrollo Social: 11

Estado de Coahuila: 20

Distrito Federal: 24

Lámparas fluorescentes: 22

Petróleos Mexicanos: 13

Distrito Federal: 18

Estado de Veracruz: 25

Petróleos Mexicanos: 15

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 7

Ley General de Salud: 5

Día Nacional sin Consumo de Alcohol:
29

Explotación aguas nacionales: 27

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO
( en orden alfabético )


